COSA JUZGADA – Regulación normativa 
Respecto del fenómeno de la cosa juzgada, cabe advertir que se le ha asimilado al principio del “non bis in idem” y tiene por objeto que los hechos y conductas que han sido resueltas a través de cualquiera de los medios aceptados por la ley, no vuelvan a ser debatidos en otro juicio posterior. Tal cualidad de lo resuelto obliga a las partes por cuanto lo decidido tiene carácter vinculante y obligatorio y, por lo tanto, goza de plena eficacia jurídica, por ello  la cosa juzgada comprende todo lo que se ha disputado. La cosa juzgada es una consecuencia jurídica que se le atribuye a la sentencia o decisión del juez, fruto de un procedimiento calificado, denominado proceso de declaración de certeza. Consecuencia de la misma, se pueden predicar efectos procesales y sustanciales que tienden a garantizar un mínimo de seguridad jurídica entre los asociados, además de que dota de coherencia los fallos judiciales. Es importante tener presente la distinción entre cosa juzgada en sentido material y cosa juzgada en sentido formal, para precisar sus efectos respecto de un proceso judicial. Desde un punto de vista genérico, la cosa juzgada está regulada en los artículos 332 del C. de P. C., y 175 del C.C.A., los cuales recogen los elementos formales y materiales para su configuración. El formal implica que no es posible volver sobre una decisión adoptada en providencia que hubiere quedado ejecutoriada dentro del mismo proceso o en otro en el cual las mismas partes debatan la misma causa petendi y los mismos fundamentos jurídicos, lo anterior para garantizar la estabilidad y la seguridad propias de la esencia del orden jurídico. Por su parte, el concepto de cosa juzgada material hace alusión a la intangibilidad de la sentencia o su equivalente en firme, pues se tiene por cierto que la actividad jurisdiccional se ocupó plenamente de la relación, objeto y causa, debatida en la contienda y que esta fue decidida con la plenitud de las formas propias del juicio. 
COSA JUZGADA – Identidad de objeto – Identidad de causa
La Sección Tercera del Consejo de Estado, en casos similares, en los cuales se ha presentado identidad de causa y objeto –aunque no de parte demandante–, ha declarado la existencia del fenómeno de cosa juzgada material y, en consecuencia, ha acogido los planteamientos y fundamentos expuestos en las oportunidades anteriores para efectos de analizar en el caso posterior, la responsabilidad del Estado frente a esos mismos hechos ya debatidos y decididos. (…) la Sala reiterará en esta oportunidad la decisión que sobre los mismos hechos materia del presente litigio ya ha adoptado esta Sala para confirmar las sentencias impugnadas y, en consecuencia, denegar las pretensiones relacionadas con los presuntos perjuicios irrogados al demandante. 
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Actor: FREDY LEONARDO RODRÍGUEZ GUZMÁN
Demandado: UNIVERSIDAD DEL TOLIMA
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima el 28 de septiembre de 2000, mediante la cual se adoptaron las siguientes declaraciones y condenas: 

“1.- Declárase no probada la excepción de “Falta de prueba de la naturaleza y elementos del contrato alegado”, propuesta por el apoderado de la entidad demandada. 

2.- Declárase que la Universidad del Tolima incumplió el contrato de enseñanza celebrado con Fredy Leonardo Rodríguez Guzmán, pero sólo en cuanto a las condiciones en que se impartió la instrucción académica correspondiente al Programa de Lenguas Extranjeras fueron diferentes a las ofrecidas por la Universidad al momento de promocionarlo. 

3.- Niéganse las demás pretensiones de la demanda”. 

I. ANTECEDENTES

1.1.- LA DEMANDA Y SU TRÁMITE

En escrito presentado el 7 de julio de 1999, por conducto de apoderado judicial, el señor Fredy Leonardo Rodríguez Guzmán interpuso demanda en ejercicio de la acción contractual contra la Universidad del Tolima, con el fin de que se declarara que <<… incumplió el contrato de enseñanza (…), al haber ofrecido el programa universitario de Lenguas Extranjeras con Énfasis en Relaciones Internacionales, sin planeación, diseño curricular, estudio de factibilidad, ni propuesta pedagógica>>. 
Como consecuencia de la anterior declaración, solicitó que se condenara a la demandada a pagar los siguientes valores: 

“1. Daño emergente: La suma de tres millones diez mil pesos M/cte ($3’000.000), por concepto del valor de matrículas pagadas por los semestres cursados y el valor de la manutención durante los semestres cursados. 

2.- Lucro cesante: La suma de cuarenta y ocho millones M/cte ($48’000.000), por concepto de los ingresos que dejará de percibir nuestro representado, por el retraso de dos años en la culminación de sus estudios universitarios, sin que el señalamiento de dicha cuantía constituya limitación para reconocer suma mayor que resulte probada en el proceso. 

3.- La suma de mil (1.000) gramos oro como compensación por el daño sufrido por nuestra representada al haber perdido un año y medio de su vida universitaria y a futuro año y medio de su vida profesional”. 

Como fundamentos fácticos de sus pretensiones narró, en síntesis, que la Universidad del Tolima mediante Acuerdo No. 035 de julio 17 de 1998, aprobó la apertura del programa profesional de Lenguas Extranjeras, en él estableció que el profesional egresado de dicho programa tendría, entre otras competencias, la comunicativa que le permitiría desempeñarse en los idiomas inglés y francés, tanto en forma oral como escrita. 

Sostuvo el demandante que se inscribió y canceló el valor correspondiente a matrícula y demás conceptos durante el transcurso de su carrera, pero cuando empezó a cursar tercer semestre encontró que las inconsistencias y desorganización del programa continuaban,  por lo cual, junto con otros compañeros, manifestó a la Universidad dichas irregularidades las cuales se centraban principalmente en el bajo nivel de enseñanza e inasistencia de los profesores, lo cual llevó a que  la Decanatura de la Facultad de Educación expidiera la circular FE-001 de agosto 20 de 1997, mediante la cual aceptó las deficiencias del programa académico. 

Indicó que luego de dicha comunicación se acordó, entre otras medidas, fijar un plazo para conformar equipos de trabajo para rediseñar curricularmente el programa y planes de transición entre carreras a que hubiere lugar y agregó que mediante Acuerdo No. 059 de 18 de septiembre de 1997, el Consejo de Facultad de Ciencias creó una comisión para la reestructuración del Programa de Lenguas Extranjeras, no obstante lo cual, las falencias académicas seguían presentándose, por lo que un gran número de estudiantes solicitaron la transferencia a otros programas académicos.  

Manifestó, finalmente, que solicitó se le reintegrara el valor que canceló en el programa de Lenguas Extranjeras, petición ésta última que fue denegada por la Universidad a través de oficio No. 022 de enero 16 de 1998, todo lo cual le causó perjuicios del orden material y moral, “pues en el programa de Economía no le homologan ninguna de las materias, además el tiempo que no podrá ser recuperado. La pérdida de un año y medio de desempeño profesional o la imposibilidad de acceder a un nivel profesional nunca podrán ser reparados”
. 
La demanda así formulada fue admitida por el Tribunal Administrativo del Tolima, mediante proveído de fecha 28 de agosto de 1999, el cual se notificó en legal forma a la entidad demandada y al Ministerio Público
. 

1.2.- La Universidad del Tolima contestó la demanda dentro de la respectiva oportunidad procesal y se opuso a la prosperidad de las pretensiones formuladas por los actores. Como razones de su defensa manifestó que entre la ahora demandante y la Universidad demandada no se celebró contrato de enseñanza alguno, toda vez que la Carta Política establece que la educación es un servicio público de carácter gratuito en las entidades oficiales, por manera que la prestación de ese servicio más que un contrato es un derecho para los ciudadanos y un deber para las instituciones de educación superior, razón por la cual propuso la excepción que denominó “[f]alta de prueba de la naturaleza y elementos del contrato alegado”
.  
1.3.- Vencido el período probatorio, dispuesto en providencia proferida el 30 de noviembre de 1999 y fracasada la etapa de conciliación, el Tribunal de primera instancia dio traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto mediante auto de 3 de mayo de 2000
.  

La parte demandante señaló que, a partir de las pruebas recaudadas en el proceso, podía concluirse acerca del incumplimiento del contrato de enseñanza suscrito entre él y la Universidad del Tolima, toda vez que mediante varios actos administrativos expedidos por la demandada se aceptaron por las irregularidades presentadas en el programa, al tiempo que denegó el reembolso de los dineros cancelados por concepto de matrículas
.     

Dentro de la respectiva oportunidad procesal tanto la parte demandada como el Ministerio Público guardaron silencio
.  

1.4.- LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
Cumplido el trámite legal correspondiente, el Tribunal Administrativo del Tolima profirió sentencia el 28 de septiembre de 2000, oportunidad en la cual accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, en los términos transcritos al inicio de esta sentencia. 

Para adoptar tal decisión, el Juzgador de primera instancia trascribió íntegramente las consideraciones plasmadas en un fallo proferido por ese mismo Tribunal dentro del proceso radicado con el No. 1419-99, actor: Johana Marcela Sabogal Bedoya, en el cual se expusieron los siguientes argumentos: 

“… Encuentra la Sala que las condiciones en que se ofreció el programa en cuestión no correspondieron con lo que los estudiantes encontraron en la práctica, al punto que al propio Rector le llama la atención que el mismo hubiere sido aprobado, no obstante los inconvenientes que se presentaron con su creación misma (…). Todo lo anterior indica que si pudo existir un incumplimiento de las obligaciones asumidas por la Universidad para con el estudiantado, si bien no en cuanto al deber de impartir instrucción académica, sí en cuanto a las condiciones ofrecidas por la misma, al punto que, salvo uno, todos los alumnos optaron por hacer transferencia de carreras (…). No se trata en estos casos de que la Universidad abra y ofrezca una carrera en forma prácticamente improvisada, sino que lo haga con seriedad y responsabilidad. 

Pero, lo que si no encuentra la Sala acreditado es que ese incumplimiento haya generado perjuicios a la demandante, pues si bien existe un dictamen pericial no objetado sobre el particular,  en él se liquidan el daño emergente y el lucro cesante, partiendo de bases que no son aceptables para la Sala. En efecto, el daño emergente lo hace consistir en el valor de las matrículas que la demandante alcanzó a pagar como alumna del programa de lenguas extranjeras, pero, sucede que en éste recibió alguna instrucción académica que no solo representa un costo para la Universidad, por los gastos que tuvo que hacer para cumplir con su deber de dar clases a los respectivos estudiantes, sino que también reporta una utilidad para la actora, en cuanto, si bien no con los resultados esperados, obtuvo a través de esas clases conocimientos que, de otra manera, tal vez no habría podido lograr, parte de los cuales le han sido de gran utilidad, al punto que varias materias fueron homologadas en el programa de Lenguas Modernas. Y el lucro cesante lo hace consistir en el sueldo que la demandante hubiera podido devengar “si no se hubiere podido matricular”, en la Universidad, de suerte que es factor se calcula sobre una mera hipótesis que bien hubiera podido no darse, pues no se tiene certeza alguna acerca de que la señora Sabogal Bedoya hubiera ingresado al mercado laboral de no haber optado por adelantar estudios superiores. 

Por otra parte, (…) si bien la progenitora de la demandante expresa que asumió los gastos de manutención de su hija mientras ésta permaneció estudiando Lenguas Extranjeras y hace un estimativo de ellos, a lo cual habría que responder diciendo que estos corresponden a los alimentos que los padres deben por ley a los hijos y (…), si pudiera hablarse de la existencia de ese perjuicio, lo que quedaría claro sería que lo sufrió quien incurrió en tales gastos, es decir la mamá de Johanna Marcela Sabogal bedoya, quien no es parte en este proceso, más no su hija

En consecuencia se negarán las pretensiones de la demanda atinentes a la indemnización de perjuicios.”

1.5.- EL RECURSO DE APELACION 

Contra la anterior decisión, la parte demandante interpuso, oportunamente, recurso de apelación, el cual fue concedido por el Tribunal a quo el 26 de octubre de 2000 y fue admitido por esta Corporación el 16 de marzo de 2001.

En la sustentación, la parte recurrente manifestó su desacuerdo para con la sentencia de primera instancia en lo atinente a la negación de los perjuicios solicitados en la demanda.

En relación con el daño emergente manifestó que si bien los costos de matrículas y manutención de la demandante fueron sufragados por su madre, lo cierto es que tales rubros hacen parte de su propio patrimonio, por lo cual el “incumplimiento del contrato de enseñanza” le ocasionó un perjuicio cierto y directo. 

En cuanto al lucro cesante señaló que debía tenerse en cuenta el dictamen pericial decretado y aportado al proceso, comoquiera que “se encuentra sustentado sobre la base de los salarios y prestaciones sociales durante el término en que se habría desarrollado profesionalmente la estudiante, correspondientes a la terminación de sus estudios superiores”.

Finalmente, en lo atinente al perjuicio moral sostuvo que “habiéndose acreditado el incumplimiento del contrato por parte de la Universidad y su relación de causalidad con la pérdida de tiempo de la vida útil, debe presumirse el daño moral porque la pérdida de dos años y medio de vida, indefectiblemente causa dolor.”
  

1.6.- Una vez se dispuso el traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto, tanto la parte demandada como el Ministerio Público guardaron silencio
. 

La parte actora luego de transcribir íntegramente los argumentos expuestos con el recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, solicitó la modificación de la misma para, en su lugar, se acceda al reconocimiento de los perjuicios deprecados en la demanda
. 

1.7.- En escrito presentado el 16 de abril de 2012, el señor Consejero Carlos Alberto Zambrano Barrera manifestó su impedimento para conocer del presente asunto por hallarse incurso en la causal de impedimento prevista en el numeral 2° del artículo 150 del C. de P.C., frente a lo cual el Magistrado Ponente de esta providencia, a través de proveído de fecha 11 de mayo de esta misma anualidad, aceptó el impedimento manifestado y, en consecuencia, ordenó separarlo del conocimiento de la presente decisión
.  
La Sala, al no encontrar causal de nulidad alguna que pudiera invalidar lo actuado, procede a resolver de fondo el presente asunto sometido a su conocimiento. 

II. CONSIDERACIONES 

2.1.- Competencia de la Sala.

La Sala es competente para conocer del asunto en segunda instancia, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 28 de septiembre de 2000, por el Tribunal Administrativo del Tolima, comoquiera que la demanda se presentó el 7 de julio de 1999 y la pretensión mayor la estimó en $ 48’000.000, por concepto de lucro cesante, la cual supera el monto exigido para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción contractual tuviera vocación de doble instancia ante esta Corporación para aquella época, esto es  $ 18’850.000
.   

2.2.- Objeto del recurso de apelación.

Previo a abordar el análisis respecto del objeto del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, resulta necesario precisar que en el presente asunto no hay lugar a tramitar el grado jurisdiccional de consulta previsto en el artículo 184 del C.C.A.
, según el cual las sentencias que impongan una obligación a cargo de cualquier entidad pública deberán consultarse para ante el superior cuando no fueren apeladas, pero siempre que el proceso tenga vocación de doble instancia en razón de su cuantía y en cuanto la condena impuesta a la entidad pública demandada fuere superior al monto equivalente a 300 salarios mínimos mensuales legales o que la sentencia que no fuere apelada hubiere sido proferida en contra de quienes hubieren estado representados por curador ad litem. 

De conformidad con lo anterior, se advierte que en el presente asunto resulta improcedente el trámite del grado jurisdiccional de consulta, toda vez que, por un lado, tal y como lo ha manifestado la Sala Plena de la Sección Tercera de esta Corporación
, la sola interposición del recurso de apelación respecto de la sentencia condenatoria excluye, per se, el mencionado grado jurisdiccional, independientemente de cuál hubiere sido la parte que formuló la impugnación y, por otro lado, en este caso la sentencia de primera instancia no impuso condena pecuniaria alguna en contra de la entidad pública demandada, pues pese a que declaró el incumplimiento contractual por parte de ésta, denegó los perjuicios solicitados en la demanda. 

Ahora bien, resulta necesario precisar, ab initio, que el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante está encaminado, como se indicó, a que se reconozcan los perjuicios materiales (daño emergente y lucro cesante) y morales, derivados de la declaración de incumplimiento del contrato de enseñanza celebrado con la Universidad del Tolima.

Lo anterior obliga a destacar que el recurso de apelación interpuesto por la parte actora se encuentra limitado a los puntos específicos antes indicados, consideración que cobra mayor significado en el sub lite si se tiene presente que en cuanto corresponde a los demás asuntos del fallo impugnado, incluyendo la declaratoria del incumplimiento del contrato de enseñanza por parte de la demandada, la propia parte recurrente manifestó su complacencia y se abstuvo de cuestionar en esa materia la sentencia de primera instancia, amén de que el silencio y la pasividad de la parte demandada evidencian su conformidad para con la totalidad del fallo, incluidos los aspectos que se dejan señalados. 

Al respecto, conviene recordar que a través del recurso de apelación se ejerce el derecho de impugnación contra una determinada decisión judicial –en este caso la que contiene una sentencia–, por lo cual corresponde al recurrente confrontar los argumentos que el juez de primera instancia consideró para tomar su decisión, con las propias consideraciones del recurrente, para efectos de solicitarle al juez de superior jerarquía funcional que decida sobre los puntos o asuntos que se cuestionan ante la segunda instancia. Lo anterior de conformidad con lo establecido en la parte inicial del artículo 357 del C. de P. C., a cuyo tenor: 

“La apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, salvo que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquélla. (…).” (Negrillas adicionales). 

En este orden de ideas, resulta claro que para el juez de segunda instancia su marco fundamental de competencia lo constituyen las referencias conceptuales y argumentativas que se aducen y esgrimen en contra de la decisión que se hubiere adoptado en primera instancia, por lo cual, en principio, los demás aspectos, diversos a los planteados por el recurrente se excluyen del debate en la instancia superior, toda vez que en el recurso de apelación operan tanto el principio de congruencia de la sentencia como el principio dispositivo
. 
Otra de las limitaciones relevantes a las cuales se encuentra materialmente sujeta la competencia del juez ad quem para efectos de proferir el fallo respectivo con el que se ha de desatar la apelación interpuesta contra una sentencia, la constituye la garantía de la no reformatio in pejus, por virtud de la cual no es válidamente posible que, con su decisión, el juez de la segunda instancia agrave, empeore o desmejore la situación que en relación con el litigio correspondiente le hubiere sido definida al apelante único en la sentencia de primera instancia.

Dicha garantía, que le imposibilita al juez de la segunda instancia agravar la situación del apelante o resolverle en su perjuicio y que se circunscribe a los eventos en los cuales el cuestionamiento del fallo proviene de apelante único, encuentra expresa consagración constitucional en el artículo 31 de la Carta Política, a cuyo tenor:

“Artículo 31. Toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada, salvo las excepciones que consagre la ley.

“El superior no podrá agravar la pena impuesta cuando el condenado sea apelante único”. 

Por consiguiente, habida cuenta de que la declaratoria de incumplimiento contractual por parte del Tribunal a quo respecto de la Universidad del Tolima no fue objeto de ataque, cuestionamiento o impugnación por la propia entidad demandada, ni tampoco por la parte actora, pues la recurrente no controvierte tal extremo en la apelación interpuesta, ninguna precisión efectuará la Sala en relación con la acción contractual ejercida en este asunto, ni menos en cuanto al hecho de no haberse aportado el documento escrito que acreditara la existencia del “contrato de enseñanza” que se afirma fue celebrado entre el señor Fredy Leonardo Rodríguez Guzmán y la Universidad del Tolima. 

A lo anterior se añade la consideración de que mediante sentencia proferida el 29 de abril de 1999, el Tribunal Administrativo del Tolima decidió denegar las pretensiones de una demanda interpuesta en ejercicio de la acción de reparación directa con fundamento en los mismos hechos materia del presente litigio, por cuanto “se escogió de manera inadecuada la acción judicial para demandar”. Para tal efecto, manifestó que, 

“Si la estudiante consideraba que la instrucción que se le estaba dando en la práctica no correspondía a ese “perfil”, que venía a constituir el mínimo de condiciones que ella esperaba fueran satisfechas por la Universidad en el desarrollo de ese programa y que, por ende, la mencionada institución estaba incumpliendo lo convenido, ocasionándole así un perjuicio, ha debido demandar en ejercicio de la acción contractual, más no de la reparación directa, pues en tal caso el perjuicio no tenía origen en un hecho, una omisión o una operación administrativa, sino en el incumplimiento del contrato de enseñanza que se había perfeccionado entre ella y la Universidad.”
 (Negrillas adicionales).  

Así las cosas, mal podría entonces la Sala en esta oportunidad declarar nuevamente la indebida escogencia de la acción e inhibirse para abordar el fondo del asunto sometido a su conocimiento, pues fue la propia Administración de Justicia (Tribunal del Tolima), la que indicó el cauce procesal de la acción contractual para obtener la indemnización de los presuntos perjuicios que le habrían sido irrogados al demandante, quien, además, no puede ver ahora truncado su derecho al Acceso a la Administración de Justicia por las diferencias de criterio que se susciten en el interior de la misma.   

2.3.- El caudal probatorio recaudado en el expediente. 
Dentro de la respectiva etapa procesal y con el lleno de los requisitos legales se recaudaron en el proceso, los siguientes elementos probatorios: 

- Oficio 085 de fecha 4 de febrero de 2000, por medio del cual el Jefe de Admisiones, Control y Registro Académico de la Universidad del Tolima hizo constar que el señor Fredy Leonardo Rodríguez Guzmán “estuvo vinculado al programa académico de Lenguas Extranjeras adscrito a la Facultad de Ciencias de la Educación con el código estudiantil No. (…), durante los semestres B de 1995, A y B de 1996”
.      

- Copia auténtica de los desprendibles de pago de matrícula correspondientes a cuatro semestres, de los años 1997 y 1999
.

- Oficio 022 de 18 de enero de 1998, a través del cual el Secretario General de la Universidad del Tolima comunicó al estudiante Fredy Leonardo Rodríguez que “el Consejo Académico en sesión del 19 de diciembre de 1997 determinó que no es procedente el reintegro de dineros por concepto de matrículas de semestres académicos cursados” 
. 

2.4.- Caso concreto. 

En el caso sub examine el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante está encaminado, como se indicó, a que se reconozcan los perjuicios materiales (daño emergente y lucro cesante) y morales, derivados de la declaración de incumplimiento del contrato de enseñanza celebrado con la Universidad del Tolima.
La Sala estima menester advertir que mediante sentencias proferidas los días 19 de agosto de 2011 (expedientes 19.183, 19.596, 19.663  19.934)
 y el  27 de enero de la presente anualidad dentro del expediente 20.614
, esta Sección del Consejo de Estado decidió confirmar íntegramente las providencias apeladas en cuanto denegaron los perjuicios solicitados derivados del incumplimiento contractual por parte de la Universidad del Tolima, que corresponde a los mismos supuestos de hecho y derecho que se debaten en el presente litigio, amén de que el objeto del pronunciamiento en cada una de tales sentencias recayó exclusivamente sobre la apelación interpuesta por la parte demandante frente al monto y reconocimiento de perjuicios, tal y como acontece en este asunto, razón por la cual se entiende configurado el fenómeno de la cosa juzgada material debido a la identidad de objeto y de causa que existe entre los hechos objeto de juzgamiento, amén de que también se hubiere podido acumular todos aquellos procesos que se formularon contra la Universidad del Tolima, pues los mismos se basaron en los mismos hechos, pruebas y similares pretensiones (artículo 157 del C. de P. C.).  

Respecto del fenómeno de la cosa juzgada, cabe advertir que se le ha asimilado al principio del “non bis in idem” y tiene por objeto que los hechos y conductas que han sido resueltas a través de cualquiera de los medios aceptados por la ley, no vuelvan a ser debatidos en otro juicio posterior. Tal cualidad de lo resuelto obliga a las partes por cuanto lo decidido tiene carácter vinculante y obligatorio y, por lo tanto, goza de plena eficacia jurídica, por ello  la cosa juzgada comprende todo lo que se ha disputado. 

La cosa juzgada es una consecuencia jurídica que se le atribuye a la sentencia o decisión del juez, fruto de un procedimiento calificado, denominado proceso de declaración de certeza. Consecuencia de la misma, se pueden predicar efectos procesales y sustanciales que tienden a garantizar un mínimo de seguridad jurídica entre los asociados, además de que dota de coherencia los fallos judiciales. Es importante tener presente la distinción entre cosa juzgada en sentido material y cosa juzgada en sentido formal, para precisar sus efectos respecto de un proceso judicial.
Desde un punto de vista genérico, la cosa juzgada está regulada en los artículos 332 del C. de P. C., y 175 del C.C.A., los cuales recogen los elementos formales y materiales para su configuración. El formal implica que no es posible volver sobre una decisión adoptada en providencia que hubiere quedado ejecutoriada dentro del mismo proceso o en otro en el cual las mismas partes debatan la misma causa petendi y los mismos fundamentos jurídicos, lo anterior para garantizar la estabilidad y la seguridad propias de la esencia del orden jurídico. 

Por su parte, el concepto de cosa juzgada material hace alusión a la intangibilidad de la sentencia o su equivalente en firme, pues se tiene por cierto que la actividad jurisdiccional se ocupó plenamente de la relación, objeto y causa, debatida en la contienda y que esta fue decidida con la plenitud de las formas propias del juicio
. 

La Sección Tercera del Consejo de Estado, en casos similares, en los cuales se ha presentado identidad de causa y objeto –aunque no de parte demandante–, ha declarado la existencia del fenómeno de cosa juzgada material y, en consecuencia, ha acogido los planteamientos y fundamentos expuestos en las oportunidades anteriores para efectos de analizar en el caso posterior, la responsabilidad del Estado frente a esos mismos hechos ya debatidos y decididos. 

Así por ejemplo, en sentencia proferida el 4 de mayo de 2011
, la Sala Plena de la Sección Tercera se manifestó en los siguientes términos:  

“… Resulta oportuno advertir acerca de la existencia de un pronunciamiento previo de esta Sala que refleja o traduce en el plano material, más no en el formal, un fenómeno de cosa juzgada debido a la identidad de objeto y causa entre los hechos objeto de juzgamiento, toda vez que en providencia del 29 de enero de 2010, se declaró la responsabilidad extracontractual de la Policía Nacional por la muerte de la señora Elizabeth Hoyos, ocurrida el 27 de abril de 1994, producida en las mismas circunstancias analizadas en el sub lite (…)”.  

En ese mismo sentido, en sentencia proferida el 9 de junio del 2010, la Sala
 precisó que: 

“Comoquiera que los hechos que se discuten en el presente litigio –esto es la muerte del señor Luis Álvaro Monsalve Arboleda–, ya fueron objeto de análisis y pronunciamiento por parte de la Sala que integra esta Sección del Consejo de Estado, se reiteran in extenso las consideraciones plasmadas en la sentencia proferida el 2 de septiembre de 2009, Exp. 17.997, comoquiera que resultan perfectamente procedentes, dado que los supuestos fácticos son iguales, además de que los elementos de convicción allegados a éste proceso fueron trasladados en su totalidad del citado expediente en debida forma.”

Para efectos del presente proceso, se tiene que -como se indicó-, mediante las mencionadas sentencias proferidas el día 19 de agosto de 2011 (expedientes 19.183, 19.596, 19.663  19.934) y el 27 de enero de la presente anualidad (expediente 20.614), esta Sección del Consejo de Estado decidió confirmar íntegramente las providencias apeladas en cuanto denegaron los perjuicios solicitados derivados del incumplimiento contractual por parte de la Universidad del Tolima, motivo por el cual se impone reiterar en esta ocasión las consideraciones plasmadas en esos fallos, comoquiera que resultan perfectamente procedentes, dado que -bueno es reiterarlo-, tanto el objeto como la causa y la entidad demandada son iguales. En efecto, en la última de las citadas providencia se plasmaron las siguientes consideraciones: 

“4. La certeza como característica del perjuicio.


Para que el daño sea resarcible o indemnizable la doctrina y la jurisprudencia han establecido que debe reunir las características de cierto, concreto o determinado y personal. En efecto, en la materia que se estudia la doctrina es uniforme al demandar la certeza del perjuicio. Tal es el caso de los autores Mazeaud y Tunc, quienes sobre el particular afirman:

“Al exigir que el perjuicio sea cierto, se entiende que no debe ser por ello simplemente hipotético, eventual. Es preciso que el juez tenga la certeza de que el demandante se habría encontrado en una situación mejor si el demandado no hubiera realizado el acto que se le reprocha. Pero importa poco que el perjuicio de que se queje la víctima se haya realizado ya o que deba tan sólo producirse en lo futuro. Ciertamente, cuando el perjuicio es actual, la cuestión no se plantea: su existencia no ofrece duda alguna. Pero un perjuicio futuro puede presentar muy bien los mismos caracteres de certidumbre. Con frecuencia, las consecuencias de un acto o de una situación son ineluctables; de ellas resultará necesariamente en el porvenir un perjuicio cierto. Por eso, no hay que distinguir entre el perjuicio actual y el perjuicio futuro; sino entre el perjuicio cierto y el perjuicio eventual, hipotético (...)”
   

Por otra parte, la jurisprudencia del Consejo de Estado colombiano ha señalado la necesidad de que el daño, para aspirar a ser indemnizado, tiene que estar revestido de certeza
. No puede por tanto tratarse de un daño genérico o hipotético sino un daño específico
:

“En este orden de ideas, la certeza del daño hace relación a la evidencia y seguridad de su existencia independientemente de que sea presente o futura, mientras que la eventualidad precisamente se opone a aquélla característica, es decir, es incierto el daño “cuando hipotéticamente puede existir, pero depende de circunstancias de remota realización que pueden suceder o no”
 y por lo tanto, no puede considerarse a los efectos de la responsabilidad extracontractual. Y la concreción del daño se dirige a que el bien que se destruye, deteriora o modifica se precisa finalmente en la determinación o cuantificación del monto indemnizable”
. 

En este orden de ideas, la certeza del perjuicio hace relación a la evidencia y seguridad de su existencia, independientemente de que sea presente o futura, mientras que la eventualidad precisamente se opone a aquélla característica, es decir, es incierto el daño “cuando hipotéticamente puede existir, pero depende de circunstancias de remota realización que pueden suceder o no”
 y, por lo tanto, no puede considerarse a los efectos de la responsabilidad patrimonial. Y la concreción del daño se dirige a que el bien que se destruye, deteriora o modifica se precisa finalmente en la determinación o cuantificación del monto indemnizable. 

“(…). 

“De acuerdo con lo anterior, procede la Sala a analizar directamente si existe prueba de los perjuicios materiales y morales reclamados por la parte actora. 

5.2. El daño emergente reclamado. De conformidad con el artículo 1614 del Código Civil se entiende por daño emergente “(…) el perjuicio o la pérdida que proviene de no haberse cumplido la obligación o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse retardado su cumplimiento”. Como daño emergente el demandante pretende el pago de $19’418.542, por concepto del valor de las matrículas pagadas por los semestres cursados y el valor de la manutención durante estos dos años.

Ahora bien, debe tenerse en cuenta que el recurrente no impugnó la declaración de responsabilidad proferida por el Tribunal a quo, quien limitó el incumplimiento a “(…) solo en cuanto a las condiciones en que se impartió la instrucción académica correspondiente al Programa de Lenguas Extranjeras fueron diferentes a las ofrecidas por la Universidad al momento de promocionarlo”. De acuerdo con lo anterior, el demandante obtuvo un servicio efectivo de educación prestado por la entidad universitaria, a cambio de la cual como contraprestación estaba obligado al pago de la matrícula, como en efecto lo hizo. Si bien es cierto el a quo consideró que había recibido instrucción académica en condiciones diversas a las ofrecidas, esto no implica que la instrucción recibida no debía ser cancelada por el estudiante y menos aún que dicha instrucción se convierta en un daño emergente.

En lo relacionado con el sostenimiento, no advierte la Sala que los gastos de manutención alegados, más no probados de manera idónea por el actor, sean diversos de los necesarios para vivir, independientemente de que estuviera o no desarrollando sus estudios universitarios. Adicionalmente, la Universidad del Tolima mantuvo abiertas sus opciones de vinculación en el programa de Lenguas Modernas, por lo que no se advierte un perjuicio cierto y determinado que deba ser indemnizado al señor JAMES OLAYA BUITRAGO. 

5.3. El lucro cesante reclamado. Según el Código Civil, el lucro cesante es la ganancia o el provecho que deja de reportarse (artículo 1614), esto es, la pérdida de un interés futuro a un bien que todavía no corresponde a una persona. Este daño, como cualquiera otro, debe indemnizarse, si se prueba y en lo causado. La explicación que se da a esa regla se apoya en otro principio general del derecho: si el daño se indemniza por encima del realmente causado, se produce un enriquecimiento sin justa causa a favor de la ‘víctima’; si el daño se indemniza por debajo del realmente causado, se genera un empobrecimiento sin justa causa para la ‘víctima’; por ello el daño constituye en sí mismo la medida del resarcimiento.

El demandante reclamó el pago de $60’000.000, equivalentes a los ingresos que, en su criterio, dejaría de percibir como profesional, por el retraso de dos años en la culminación de sus estudios universitarios. Para la Sala no hay lugar a la condena por este aspecto, toda vez que el lucro cesante no se presume, ni es eventual o hipotético, sino que debe ser adecuadamente probado. 

En el caso del estudiante OLAYA BUITRAGO el daño futuro está sometido a una doble incertidumbre: por una parte que el demandante hubiera terminado exitosamente el programa de Lenguas Extranjeras con énfasis en Relaciones Internacionales, al que se había inscrito inicialmente. La adquisición de un título profesional en el término propuesto por el pensum académico es una expectativa y una probabilidad que no se encuentra revestida de certeza, pues durante ese lapso pueden ocurrir múltiples circunstancias curriculares y extracurriculares que impidan al estudiante obtener exitosamente el título profesional en el tiempo previsto, sobre todo cuando el actor no había cumplido el cincuenta por ciento de los semestres aprobados.

De otro lado, aunque se cumpliera la primera condición, no existe un medio de convicción que permita inferir válidamente que el estudiante tuviera a su alcance una oportunidad cierta y determinada de ejercer la profesión o trabajo en la carrera que había iniciado, con una remuneración demostrable. En consecuencia, no es procedente el pago de perjuicios por este concepto.

5.4. Sobre los perjuicios morales. El daño moral implica una reducción del nivel de las aptitudes personales e íntimas, que ni el dinero, ni bienes intercambiables por este pueden reparar. Así que el daño moral queda integrado por todas aquellas manifestaciones psicológicas, afectivas, emocionales o íntimas que sufre de manera antijurídica un perjudicado, y que no son constatables, de forma directa, en su ámbito económico. 

Así pues, el daño moral es un cierto deterioro de los elementos psíquicos y espirituales que incidentalmente en el normal desarrollo cognitivo o emotivo del ser humano, extendiéndose a todo agravio que sufre la dignidad, honorabilidad, integridad física o cualquier elemento que pudiere alterar la normalidad de las facultades mentales o espirituales de una persona física. El daño moral se viene a traducir en el dolor, la angustia, la aflicción física o espiritual y los padecimientos provocados al demandante por el evento dañoso. 

En el asunto sub judice, el señor JAMES OLAYA BUITRAGO no demostró que el incumplimiento de su expectativa profesional inicial le produjera una cierta y real modificación en el desarrollo anímico, que se tradujera en un desequilibrio o pérdida de aptitudes o perspectivas. En consecuencia, no hay lugar a condena por este concepto.” (Negrillas adicionales). 

Con fundamento en todo lo anteriormente expuesto, la Sala reiterará en esta oportunidad la decisión que sobre los mismos hechos materia del presente litigio ya ha adoptado esta Sala para confirmar las sentencias impugnadas y, en consecuencia, denegar las pretensiones relacionadas con los presuntos perjuicios irrogados al demandante. 
2.5.- Condena en costas.

Comoquiera que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, debido a que ninguna procedió de esa forma en el sub lite, no habrá lugar a su imposición. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia apelada, esto es la proferida por el Tribunal Administrativo del Tolima 28 de septiembre de 2000. 

SEGUNDO: Sin condena en costas.

TERCERO: En firme este fallo DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen.
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